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Resumen: El artículo presenta el régimen legal bajo el cual se desarrollan 
las cooperativas en el Perú, destacando la existencia de una Ley General apli-
cable a todo tipo de cooperativas que cuenta con más de cuarenta años de vi-
gencia y que nuna fue reglamentada, generando grandes vacíos normativos. 
Se trata de una legislación que coexiste con la de sociedades mercantiles la 
cual se aplica de manera supletoria. Se resalta la existencia de legislación espe-
cial para el caso de las cooperativas de ahorro y crédito, cooperativas agrarias 
de usuarios y cooperativas de trabajo y fomento del empleo. Asimismo, se des-
taca la Ley 29683 por medio de la cual se reconoció que las cooperativas reali-
zan Actos Cooperativos, lo que sirve de sustento para un régimen tributario di-
ferenciado acorde con su naturaleza. 

Palabras clave: legislación, acto cooperativo, ahorro y crédito, agrarias, 
regulación.
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Abstract: The article presents the legal regime under which cooperatives 
are developed in Peru, highlighting the existence of a General Law applicable 
to all types of cooperatives that has more than forty years of validity and that 
was never regulated, generating large regulatory gaps. It is a legislation that 
coexists with the legislation of commercial companies which is applied in a 
supplementary manner. The existence of special legislation for the case of sav-
ings and credit cooperatives, agricultural cooperatives of users and worker co-
operatives and employment promotion is highlighted. Additionally, Law 29683 
recognizes that cooperatives carry out Cooperative Acts, which sustains a dif-
ferentiated tax regime according to their nature.

Keywords: legislation, cooperative act, savings and credit, agricultural, 
regulation.
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1. Introducción

En el Perú existieron, sin lugar a dudas, muestras claras que son 
consideradas como los antecedentes de nuestras actuales organiza-
ciones cooperativas. El precedente más importante que encontramos 
en el Perú, se haya en instituciones pre-incaicas fuertemente desarro-
lladas en el pasado indígena, como el «Ayllu»2. Llegada la época in-
caica, los Incas supieron mantener, respetar y asimilar esta antigua ins-
titución, aplicándola al nuevo régimen que ellos establecieron3. Con la 
conquista española (xvi), la corriente indígena con el aporte del Ayllu y 
las comunidades indígenas se mezcló con la corriente occidental (hispá-
nica), con sus expresiones culturales como los municipios y las asocia-
ciones de ayuda.

La Ley es la principal fuente de derecho en el Perú, siendo la Cons-
titución Política la norma de mayor jerarquía. Si bien encontramos nor-
mas legales referidas a las cooperativas desde inicios del siglo xix, el 
cooperativismo peruano empieza a desarrollarse desde mediados del si-
glo xx, producto de la experiencia canadiense y americana en materia 
de cooperativas de ahorro y crédito, promovidas por la Iglesia Católica.

El antecedente normativo de mayor importancia se encuentra en 
el Código de Comercio de 1902, que con algunas pequeñas modifica-
ciones resultó siendo prácticamente una copia del Código de Comer-
cio Español de 1885. Dicho cuerpo normativo señaló en su art. 132.º, 
que las Cooperativas (de producción, de crédito o de consumo) solo 
serían consideradas como sociedades mercantiles y quedaban sujetas a 
las disposiciones de dicho Código, «... cuando se dedicaren a actos de 
comercio extraños a la mutualidad, o se convirtieran en sociedades a 
prima fija».

En el año 1920, se contempla por primera vez un reconocimiento 
Constitucional. Así, la Constitución en su art. 56 precisó que «El Estado 

2 El Ayllu, como organización socio-económica se basaba fundamentalmente en el re-
parto de las tierras para la explotación por pequeños núcleos o grupos familiares. Sin em-
bargo, el Ayllu permitió a su vez que en forma conjunta se realizaran trabajos de interés no 
solo para una familia determinada sino para toda una colectividad. El Ayllu se sustentaba 
pues en el trabajo propio y la ayuda mutua.

3 Este origen histórico y ancestral del cooperativismo en el Perú, representado por el 
Ayllu Pre-Incaico e Incaico, subsiste aún en nuestros días, bajo la forma de «comunidades 
campesinas», en donde la cooperación y la ayuda mutua constituyen una constante en su 
funcionamiento. Estas comunidades se diferencian de las actuales cooperativas agrarias en 
la forma de organización que ha adoptado una y otra. Las actuales cooperativas utilizan 
métodos modernos de administración y conducción empresarial, mientras que las comuni-
dades campesinas se basan únicamente en la ayuda mutua de una manera rudimentaria.
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fomentará las instituciones de previsión y de solidaridad social, los esta-
blecimientos de ahorros, de seguros y las cooperativas de producción y 
de consumo que tengan por objeto mejorar las condiciones de las cla-
ses populares». De manera similar, lo hizo la Constitución de 1933.

Años después (en 1944) la Ley N.º 9714, consideró a las Coopera-
tivas como «Asociaciones», disponiendo para el efecto, la inscripción 
de estas en el Libro de Asociaciones de los Registros Públicos.

Más adelante, con la promulgación de la Ley N.º 15260 (el 14 de di-
ciembre de 1964) se inició la regulación autónoma de estas entidades a 
través de un cuerpo normativo propio, dictándose la primera «Ley Gene-
ral de Cooperativas». Esta primera «Ley General de Cooperativas» no de-
finió propiamente a las Cooperativas, sino que se limitó a establecer que 
las mismas eran simplemente personas jurídicas de derecho privado. 

Fue la Constitución de 1979 la que mayor referencia efectuó a las 
cooperativas, reconociendo y ayudando a la «educación cooperativa» 
(art. 30); reconociendo a las cooperativas como empresas que actúan 
dentro del pluralismo económico (art. 112); y promoviendo y prote-
giendo el «…libre desarrollo del cooperativismo y la autonomía de las 
empresas cooperativas» (art. 116).

Bajo la influencia de la Constitución de 1979, en 1981 (quince 
años después de la promulgación de la Ley General de Cooperativas 
N.° 15260), fue promulgado el Decreto Legislativo N.º 085 que con-
sagró el nacimiento de la «Nueva Ley General de Cooperativas», que 
fue el resultado del debate, esfuerzo y consenso de las propias fuerzas 
del movimiento cooperativo nacional. La nueva ley tampoco definió a 
las Cooperativas ni como sociedad ni como asociación, pero, recogió 
y subsumió en ella los rasgos esenciales de las Cooperativas; como son 
por ejemplo, el de constituirse sin propósito de lucro; y procurar me-
diante el esfuerzo propio y la ayuda mutua de sus miembros, el servi-
cio inmediato de estos y el mediato de la comunidad (Artículo 3.º del 
D.Leg. 085). 

El Perú cuenta por lo tanto con una Ley General de Cooperativas 
(LGC) que constituye la principal norma de aplicación y regulación de to-
das las cooperativas en nuestro país. Esta Ley coexiste junto con la «Ley 
General de Sociedades» (LGS), que regula otras formas colectivas para 
realizar actividad empresarial4 y si bien han existido intentos de incorpo-
rar a las cooperativas como una sección de la LGS, estos han fracasado y 
las cooperativas han seguido siendo reguladas en su Ley especial.

4 La LGS (Ley 26887), regula a la Sociedad Anónima; Sociedad Comercial de Res-
ponsabilidad Limitada; Sociedad Colectiva; Sociedad en Comandita; Sociedad Civil y So-
ciedades Irregulares.
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Nuestra LGC cuenta con 41 años de vigencia durante los cuales ha 
sufrido algunas modificaciones a las que nos referiremos en el siguiente 
punto. Existen proyectos para contar con una nueva Ley, sin embargo, 
hasta la fecha no se ha logrado el consenso necesario para ello.

Mediante Ley N.° 29271 del 22 de octubre de 2008, se designó 
al Ministerio de la Producción5 como sector encargado de la promo-
ción y fomento de las cooperativas, debiendo formular, aprobar y eje-
cutar políticas de alcance nacional para el fomento y promoción de las 
cooperativas.

Finalmente, en el año 2011 se dictó una muy importante Ley para 
el Movimiento Cooperativo, la Ley 29683, pues ella reconoció que las 
cooperativas por su naturaleza realizan «Actos Cooperativos», defi-
niéndolos como actos de carácter interno, ausentes de lucro e interme-
diación, realizados por la cooperativa con sus socios, en cumplimiento 
de su objeto social, y a partir de esta definición, desarrolló el régimen 
tributario en materia de Impuesto a la Renta e Impuesto General a las 
Ventas, aplicable a estas organizaciones. 

El último censo nacional realizado por el Ministerio de la Produc-
ción y el Instituto Nacional de Estadística e Informativa en el año 2017, 
arrojó los siguientes datos principales:

— 1965 cooperativas fueron visitadas en todo el país.
— 1245 se encuentran operativas y fueron censadas.
— 35% de las cooperativas se ubican en Lima.
— 27.9% son del tipo «Ahorro y Crédito».
— 26.6% son del tipo «Agrarias».
— 12.4% son del tipo «Servicios Múltiples».
— 10.6% son del tipo «Servicios Especiales».
— 7.5% son del tipo «Vivienda».
— 3.2% son del tipo «Agroindustriales».
— 1.9% son del tipo «Agropecuarias».
— 1.6% son del tipo «Mineras».
— 1.1% son del tipo «Trabajo y Fomento del Empleo».
— 1.0% son del tipo «Servicios Educacionales».
— 0.9% son del tipo «Producción Especiales».
— 0.2% son del tipo «Pesqueras».
— 0.2% son del tipo «Industriales».
— 0.1% son del tipo «Artesanales».

5 Uno de los 17 Ministerios que integran el Poder Ejecutivo cuyo máximo represen-
tante es el Presidente de la República, quien nombra al Presidente del Consejo de Minis-
tros y junto con él, nombra a los demás Ministros de Estado (art. 122 de la Constitución). 
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— 1.4% pertenecen a otros tipos.
— El 80.8% de las cooperativas pertenece a la modalidad de 

«usuarios» y el 19.2% a la modalidad de «trabajadores».
— Existen registrados 2.423,371 socios, de los cuales el 92.1% son 

socios «activos».
— Solo el 26.2% de las cooperativas pertenecen a alguna organi-

zación de representación y defensa.
— Solo el 10.4% de las cooperativas pertenecen a alguna organi-

zación con fines emporesariales.

2. Fuentes del derecho cooperativo

Como hemos adelantado en el punto anterior, la legislación coope-
rativa se encuentra fundamentalmente contemplada en una ley espe-
cial, denominada «Ley General de Cooperativas» dictada en mayo de 
1981, mediante Decreto Legislativo N.° 085. Esta Ley (LGC), sufrió va-
rias modificaciones, lo que obligó a dictar en el año 1990, un Texto 
Único Ordenado para incorporarlas6. 

En el año 1992 se dictó el D.L. 25879 que declaró en disolución 
y liquidación al Instituto Nacional de Cooperativas (INCOOP)7, dispo-
niendo en su art. 6 que se deroguen todas las disposiciones contenidas 
en la LGC que hicieran referencia al citado Instituto así como a las fa-
cultades otorgadas a los Gobiernos Regionales en materia cooperativa. 
La LGC nunca fue reglamentada, por lo cual se aplica con sujeción a su 
propio texto.

Como su nombre lo indica, nuestra LGC tiene el carácter de gene-
ral, vale decir, resulta aplicable a todos los tipos de cooperativas que se 
constituyen y operan en el Perú y es de aplicación a nivel nacional. Su 
regulación en forma independiente a la de las «sociedades mercanti-
les» tradicionales, obedeció al hecho de que nuestra legislación socie-
taria consideró (hasta el año 1984), que el elemento que tipificaba a las 
mismas era la finalidad lucrativa que perseguían los socios que las inte-
graban. Así, el Código de Comercio de 1902, el Código Civil de 1936 
y la Ley de Sociedades Mercantiles de 1966 definían a las sociedades 

6 El Texto Único Ordenado de la Ley General de Cooperativas fue aprobado me-
diante D.S. 074-90-TR, publicado en el Diario Oficial «El Peruano» el 07 de enero de 
1991.

7 Organismo estatal dependiente del Ministerio de Trabajo, encargado de la promo-
ción y supervisión del Sector Cooperativo. Su funcionamiento estuvo regulado en el Tí-
tulo V de la LGC (art. 86 a 105).
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como aquéllas constituidas «para obtener lucro»8 o «con el fin de divi-
dirse entre sí las utilidades»9 o «con el fin de repartirse las utilidades»10. 
Bajo este contexto, la finalidad no lucrativa que caracterizaba a las 
cooperativas impedía su incorporación en una Ley General de Socieda-
des en la que se concebía como elemento tipificante al fin de lucro.

Nuestra legislación societaria sufre un cambio importante, cuando 
en el año 1984, la Ley de Sociedades Mercantiles es modificada para 
dar nacimiento a una Ley General de Sociedades (LGS), que dotada de 
un Título Preliminar aplicable a todas las forma societarias, incluyó en 
su texto, como un capítulo especial, a la Sociedad Civil, derogando la 
regulación que hasta dicho momento venía brindándole el Código Ci-
vil. Esta nueva «Ley General de Sociedades» dejó de acentuar la fina-
lidad lucrativa para precisar en su artículo 1.° que el objeto de las so-
ciedades es «el ejercicio en común de una actividad económica». Este, 
desde nuestro punto de vista, constituyó el inicio para que las coopera-
tivas pudieran reclamar la existencia de un común denominador, pues 
la precisión de la nueva LGS evidenció que el elemento que tipifica a 
una sociedad no es la «finalidad de lucro» sino la realización de activi-
dad empresarial11.

Bajo este contexto, las cooperativas podían ser válidamente consi-
deradas como «sociedades», pues ellas se constituyen para la realiza-
ción de alguna actividad económica a través de la conducción de una 
empresa, entendida esta como una organización económica dedicada 
a la producción o comercialización de bienes o a la prestación de servi-
cios12. No obstante lo señalado, cualquier intento o iniciativa de incor-
porar a las Cooperativas dentro de la LGS quedó frustrado, prefirién-
dose que las cooperativas continúen rigiéndose por una Ley Especial13.

8 Artículo 124 del Código de Comercio de 1902.
9 Artículo 1686 del Código Civil de 1936.

10 Artículo 1 de la Ley de Sociedades Mercantiles de 1966.
11 Al respecto, puede revisarse Torres y Torres Lara, C.; Torres Morales, C. y Morales 

Acosta, A. «Las Cooperativas y la Nueva Ley de Sociedades». En «Sociedades y Mercado 
de Valores». Revista Peruana de Derecho de la Empresa, pp. 85 y ss.

12 Téngase presente que la ICA (Manchester, 1995), definió a la Cooperativa como 
una «asociación autónoma de personas que se han unido voluntariamente para hacer 
frente a sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales comunes por 
medio de una empresa de propiedad conjunta y democráticamente controlada».

13 Incluso durante el debate que se produjo con ocasión de la que sería la Nueva 
Ley General de Sociedades (Ley 26887 vigente desde el 1.° de enero de 1998), no obs-
tante que se reconocía y aceptaba la calidad de «sociedad de personas» que ostenta 
una Cooperativa y la compatibilidad con la caracterización de «sociedad» que mantenía 
el artículo 1.° de la nueva Ley General de Sociedades, las Cooperativas no fueron incor-
poradas en dicho cuerpo normativo.
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Al margen de contar con cuerpos normativos distintos, no puede 
negarse la íntima vinculación que existe entre la LGC y la LGS, ya que 
la primera establece en su art. 116, par. 1, que en materia relativa a la 
estructura y funcionamiento de las organizaciones cooperativas, es su-
pletoriamente aplicable la legislación de sociedades mercantiles, en la 
medida que resulten compatibles con los principios generales del coo-
perativismo. En ese mismo sentido, el artículo 2 de la LGS precisa que 
las sociedades sujetas a un régimen especial (como las cooperativas) 
son reguladas supletoriamente por sus disposiciones14.

En cuanto a la publicidad de acuerdos que se adoptan en una 
cooperativa y que por su trascendencia deben se inscritos en el Registro 
de Personas Jurídicas (Libro de Cooperativas) de los Registros Públicos 
para ser oponibles a terceros15, el 19 de febrero de 2013 fue publicada 
la Resolución N.° 038-2013-SUNARP/SN que aprobó el «Reglamento 
de Inscripciones del Registro de Personas Jurídicas» (RIRPJ). En conse-
cuencia, todos los acuerdos que las cooperativas adopten y que requie-
ran ser inscritos en Registros Públicos, deben observar las disposiciones 
contenidas en el citado Reglamento.

Mención aparte merece la normatividad especial que se ha dictado 
para cuatro tipos de cooperativas, como lo son las cooperativas de 
ahorro y crédito, las cooperativas de trabajo y fomento del empleo, las 
cooperativas de trabajo temporal y las cooperativas agrarias.

Con relación a las cooperativas de ahorro y crédito (COOPAC), estas 
son consideradas por la legislación bancaria como entidades que ope-
ran legalmente «fuera del sistema financiero», únicamente con sus so-
cios y que por lo tanto no pueden operar con «terceros», vale decir, no 
pueden captar recursos del público en general ni otorgarles crédito. Estas 
cooperativas carecieron de una regulación y supervisión efectiva hasta el 
01 de enero de 2019 en que entró en vigencia la Ley 30822 y con ella 
una nueva regulación para las cooperativas de ahorro y crédito. Entre los 
principales aspectos que contiene la citada norma, podemos resaltar:

— Se establecieron las características de las COOPAC diferencián-
dolas de las Empresas del Sistema Financiero.

— Se estableció que solo las COOPAC pueden realizar opera-
ciones de ahorro y crédito con sus socios. Las cooperativas de 

14 Sin embargo, la aplicación supletoria no siempre resulta pacífica, pues ella de-
penderá de si su adopción resulta compatible o no con los principios cooperativos y en 
consecuencia no desnaturaliza la esencia de estas organizaciones. 

15 Como por ejemplo: nombramiento de miembros de los órganos de gobierno, 
apoderados, modificación de estatuto, fusión, escisión, transformación, disolución y li-
quidación.
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otros tipos que quieran brindar o seguir brindando estos servi-
cios, deberán adecuarse al tipo «ahorro y crédito», de lo contra-
rio serían clausuradas. 

— Se establecieron normas de buen gobierno cooperativo (car-
gos directivos, delegados, dietas, gastos de representación, re-
novación por tercios, no reelección indefinida, vigencia de man-
datos, entre otras). 

— Se creó la Superintendencia Adjunta de Cooperativas dentro 
de la SBS.

— Se clasificó a las COOPAC en tres niveles según sus activos: 
nivel 1 (pequeñas), nivel 2 (medianas) y nivel 3 (grandes), esta-
bleciendo una regulación y supervisión diferenciada según el ni-
vel correspondiente.

— Se reguló el régimen de Supervisión que ejercería la Superin-
tendencia Adjunta en forma directa para las cooperativas de ni-
vel 3 y a través de colaboradores técnicos como la FENACREP 
para las cooperativas de nivel 1 y 2. 

— Se regularon las operaciones que pueden realizar las COOPAC 
con sus socios, en función a un sistema modular similar al que se 
aplica para el Sistema Financiero, dependiendo del nivel al que 
pertenezcan.

— Se regularon las facultades de supervisión y de intervención 
de las COOPAC hasta su eventual disolución y liquidación.

— Se reguló la posibilidad de que las COOPAC ingresen en proce-
sos de Reorganización Societaria vía transformación, fusión, 
escisión, reorganización simple.

— Se reguló el Régimen de Infracciones y Sanciones aplicables a 
las COOPAC, directivos y gerentes.

— Se estableció el órgano supervisión en materia de Prevención 
del Lavado de Activos, de acuerdo al nivel de cada COOPAC.

— Se creó el Fondo de Seguro de Depósitos Cooperativo.
— Se creó el Registro Nacional de COOPAC en el cual deben ins-

cribirse todas las COOPAC para poder operar válidamente.
— Se homologó a las COOPAC dentro de las normas que durante 

muchos años estuvieron beneficiando únicamente a las empre-
sas del Sistema Financiero (acceso Fondo MiVivienda; Disposición 
Fondos de AFP; Bono del Buen Pagador, leasing, entre otras).

Por su parte, las «cooperativas de trabajo y fomento del em-
pleo» y las «cooperativas de trabajo temporal», que pertenecen a 
la modalidad de «cooperativas de trabajadores» y que se caracterizan 
por ser fuente de trabajo para sus socios-trabajadores mediante el des-
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taque de estos a diferentes empresas usuarias para que presten en ellas 
determinados servicios, cuentan con una regulación especial al ser con-
sideradas por la normatividad como «empresas de intermediación labo-
ral». En ese sentido, la Ley 27626 y su Reglamento (D.S. 003-2002-TR), 
confunden la naturaleza de estas organizaciones (empresas autogestio-
narias de propiedad de los propios trabajadores), equiparándolas inde-
bidamente a las empresas mercantiles de intermediación laboral (servi-
ces), dándole a sus socios-trabajadores el tratamiento laboral aplicable 
a los trabajadores dependientes.

Finalmente, mediante Ley 31335, publicada en el Diario Oficial «El 
Peruano» del 10 de agosto de 2021, se ha establecido el marco noma-
tivo que permita el fortalecimiento oreganizacional, fomento y promo-
ción de las cooperativas agrarias de usuarios, dotándolas a su vez 
de un régimen tributario que responde a su naturaleza y al tipo de ac-
tos que desarrollan con sus socios.

Gracias a la nueva Ley, las Cooperativas Agrarias y las Asociaciones 
Agrarias que se transformen a Cooperativa:

— Gozarán de todos los beneficios aplicables a las MYPES.
— Tendrán una bonificación del 10% en contrataciones con el Es-

tado.
— No pagarán Impuesto a la Renta por operaciones con sus socios.
— No pagarán IGV por operaciones con sus socios.
— Otros ingresos pagarán una tasa reducida (15%) del Impuesto a 

la Renta.
— Podrán solicitar la devolución del saldo a favor del exportador.
— Podrán solicitar la devolución del IGV.
— Los socios estarán inafectos a Renta por las primeras 30 UIT16 de 

ingresos.
— No pagarán alcabala por la adquisición de inmuebles.

3. Definición y principios

La LGC no contiene una definición de cooperativa. Así, luego de 
declarar de necesidad nacional y utilidad pública la promoción y pro-
tección del cooperativismo, garantizar el libre desarrollo del coope-
rativismo así como la autonomía de las organizaciones cooperativas 
(arts. 1 y 2), el art. 3 señala que toda organización cooperativa «debe 

16 UIT: Unidad Impositiva Tributaria. Se reajusta anualmente. Para el año 2022, la 
UIT asciende a S/ 4,600 (US$ 1,180 aprox.).
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constituirse sin propósito de lucro, y procurará mediante el esfuerzo 
propio y la ayuda mutua de sus miembros, el servicio inmediato de es-
tos y el mediato de la comunidad»17.

Al amparo de las normas antes señaladas, puede advertirse que las 
cooperativas son concebidas como organizaciones a través de las cua-
les, los socios buscan obtener un «beneficio económico» concreto, el 
cual no debe confundirse con la obligación que tienen las cooperativas 
de constituirse «sin propósito de lucro». En efecto, un socio que se in-
tegra en una cooperativa de comercialización buscará beneficiarse eco-
nómicamente con el mejor precio que la cooperativa obtendrá en el 
mercado al colocar los productos de todos los miembros de la coopera-
tiva. Un socio que se integra a una cooperativa de trabajadores buscará 
beneficiarse económicamente al percibir una retribución acorde con el 
trabajo aportado sin que parte de su retribución quede en manos de 
un «empleador». Igualmente un socio que se integra a una cooperativa 
de consumo, lo hará con lo intención de beneficiarse económicamente 
con los descuentos que obtendrá la cooperativa al adquirir productos 
(para sus socios) en volumen. Y el socio que se integra a una coopera-
tiva de ahorro y crédito buscará acceder al crédito sufragando el costo 
del servicio. En todos los casos propuestos, así como en todos aquellos 
en los que intervenga una cooperativa, sus socios y se efectúen opera-
ciones en cumplimiento del objeto social (Actos Cooperativos), no ha-
brá en esta relación (cooperativa-socio-acto cooperativo) una finalidad 
lucrativa, pero sí un claro beneficio económico para el socio que se tra-
ducirá en: un mejor precio por su producto vendido (cooperativa de co-
mercialización); un mejor ingreso por el trabajo desarrollado (coopera-
tiva de trabajadores); un mayor descuento en la adquisición de un bien 
(cooperativa de consumo), o un crédito oportuno y al costo (coopera-
tiva de ahorro y crédito).

Entonces la ausencia de una finalidad lucrativa, establecida por la 
LGC está referida a la relación interna socio-cooperativa, así como a la 
imposibilidad de que los socios obtengan beneficios especulando con 
el capital que aportan, ya que el beneficio que alcanzarán lo lograrán 
en su condición de consumidores o trabajadores, ya sea que se trate 
de una cooperativa de usuarios o de trabajadores18. «Así, la diferen-
cia entre el beneficio económico que busca una sociedad anónima y 
una cooperativa, radica en que mientras la primera persigue tal benefi-
cio mediante la especulación sobre el capital puesto en la sociedad, la 

17 Se trata de una declaración principista, no existiendo en la LGC reglas específicas 
que regulen su actuar frente a la comunidad.

18 Ver Sec. 4.
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cooperativa busca el beneficio a través del trabajo de sus socios o en la 
reducción de los precios. Siempre hay beneficio en ambos tipos de em-
presa, pero en una es de carácter especulativo o lucrativo y en la se-
gunda no».19

El Acto Cooperativo como núcleo de la ciencia cooperativa, con na-
turaleza y características propias y distintas a las del Acto Mercantil o 
de Comercio, no es nombrado ni definido por la LGC como sí lo hicie-
ron diversas leyes del continente americano desde el año 197120. Re-
cién en el año 2011, se dictó la Ley 29683 que reconoció y definió al 
Acto Cooperativo21.

Por su parte, el art. 5 de la LGC contempla los 7 Principios Coope-
rativos22, que deben observar las cooperativas en el Perú: 

— Libre Adhesión y retiro voluntario; que dota a las coopera-
tivas de «un número variable de socios y un capital variable e 
ilimitado»23. Comprende a su vez la salida de los socios, ejer-
ciendo el derecho de separarse o como consecuencia de la apli-
cación de la sanción de exclusión. 

— Control democrático; que se caracteriza por «reconocer la 
igualdad de derechos y obligaciones de todos los socios, sin dis-
criminación alguna»24; «reconocer a todos los socios el derecho 
a un voto por persona, independientemente de la cuantía de las 
aportaciones»25; la renovación anual por tercios de los integran-
tes de los órganos de gobierno y la no reelección, salvo que la 
permita el estatuto26; la prohibición de otorgar poderes para vo-
tar en las asambleas27; 

19 Torres y Torres Lara, C. «Derecho Cooperativo. La Teoría del Acto Cooperativo». 
Ed. INESLA. Lima, 1990. pág. 126.

20 Brasil: (Ley N.º 5764 del 16.12.71); Argentina: (Ley 20337 del 15.05.73); Uruguay: 
(Ley 15645 del 9.10.84); Honduras: (Decreto N.º 65-87 del 20.05.87); Colombia: (Ley 79 
del 23.12.88); México: (Ley del 03.08.94); Paraguay: (Ley 438 del 21.10.94).

21 Ver Sec. 9.
22 Siguiendo la definición establecida por la ICA el Congreso de Viena de 1966. 
23 Art. 5, par. 2.2, LGC.
24 Art. 5, par. 2.2, LGC.
25 Art. 5, par. 2.3, LGC.
26 Art. 33, par. 4, LGC «Los miembros de los consejos y comités de educación y 

electoral serán renovados anualmente en proporciones no menores del tercio del res-
pectivo total y, salvo disposición diferente del estatuto, no podrán ser reelegidos para el 
período inmediato siguiente.

27 Art. 29, LGC: «En las asambleas, cualquiera sea su naturaleza y en toda elección 
cooperativa, no se admitirán votos por poder…».
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— Limitación del Interés máximo que pudiera reconocerse a 
las aportaciones, que implica la posibilidad de retribuir al capi-
tal aportado por los socios con un interés que no puede ser su-
perior al que paguen los bancos por los depósitos de ahorro28.

— Distribución de los excedentes en función de la participa-
ción de los socios en el trabajo común o en proporción a 
sus operaciones con la cooperativa; a través del cual se re-
torna al socio el mayor valor pagado por el servicio que le brindó 
la cooperativa o se le retorna el mayor valor que generó su tra-
bajo.

— Fomento de la Educación Cooperativa.
— Participación en el proceso de permanente integración, a 

través de la participación de la cooperativa en centrales, federa-
ciones y Confederación29, sin perjuicio de utilizar mecanismos de 
integración vertical de carácter asociativo (joint venture). 

— Irrepartibilidad de la Reserva Cooperativa; por medio de la 
cual los socios no tienen derecho a participar en forma individual 
en esta cuenta patrimonial30.

Asimismo, la LGC precisa que las cooperativas deben «mantener 
estricta neutralidad religiosa y política partidaria»; deben «tener du-
ración indefinida»31; no pueden «establecer pactos con terceros para 
permitirles participar directa o indirectamente de las prerrogativas o be-
neficios que la ley otorga a las organizaciones cooperativas»; no pue-
den «pertenece a entidades de fines incompatibles con los del Sector 
Cooperativo»; no pueden «conceder ventajas, preferencias u otros pri-
vilegios, a sus promotores, fundadores o dirigentes»; no pueden «rea-

28 Art. 40, LGC: «Las aportaciones totalmente pagadas y no retiradas antes del 
cierre del ejercicio anual podrán percibir un interés limitado, abonable siempre que la 
cooperativa obtenga remanentes.

El interés de las aportaciones, que será determinado por la asamblea general, no 
podrá exceder, en caso alguno, del máximo legal que se autorice pagar por los depósi-
tos bancarios de ahorros».

29 Art. 57, LGC.
30 Art. 44, LGC: «La reserva cooperativa es irrepartible; y, por tanto, no tienen dere-

cho a reclamar ni a recibir parte alguna de ella, los socios, los que hubieren renunciado, 
los excluidos ni cuando se trate de personas naturales, los herederos de uno ni otros.

En el caso de que una cooperativa se transformare en persona jurídica que no sea 
cooperativa, o se fusionare con otra organización que tampoco lo fuere, su reserva 
cooperativa deberá ser íntegramente transferida a la entidad que corresponda según 
el artículo 55, (inciso 3) de la presente Ley, como requisito previo para la validez de la 
transformación o la fusión y bajo responsabilidad personal y solidaria de los miembros 
de los respectivos Consejos de administración y vigilancia».

31 Art. 5, par. 2.1 y 2.4, LGC.
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lizar actividades diferentes a las previstas en su estatuto»; ni «efectuar 
operaciones económicas que tengan finalidad exclusivista o de mono-
polio»; no pueden «integrar sus asambleas, consejos o comités con 
personas que no sean miembros de la propia organización cooperativa, 
ni con trabajadores de estas», salvo el caso de las cooperativas de tra-
bajadores, todo conforme al art. 6 de la LGC.

4. Actividades

La LGC, en su artículo 7, clasifica a las cooperativas desde dos pun-
tos de vista: Por la Estructura Social y Por la Actividad Económica.

De acuerdo a la Estructura Social, la LGC divide a las Cooperativas 
en dos «MODALIDADES» excluyentes: «Usuarios» o «Trabajadores». 
Las Cooperativas de Usuarios, tienen por objeto ser fuente de servi-
cios para sus socios, con lo cual los usuarios del servicio son los titula-
res de la Cooperativa, quienes participan en la gestión y en el resultado 
económico, con responsabilidad limitada a su aporte. Por su parte, las 
Cooperativas de Trabajadores, tienen por objeto se fuente de trabajo 
para quienes al mismo tiempo sean sus socios y trabajadores, con lo 
cual queda claro que bajo esta modalidad, los trabajadores son los titu-
lares de la Cooperativa, participan en la gestión y resultado económico 
con responsabilidad limitada a su aporte. 

De acuerdo a la Actividad Económica que desarrollan, la Ley reco-
noce 19 «TIPOS» de cooperativas (agrarias, agrarias azucareras, agra-
rias cafetaleras, agrarias de colonización, comunales, pesqueras, arte-
sanales, industriales, mineras, de transportes, de ahorro y crédito, de 
consumo, de vivienda, de servicios educacionales, de escolares, de ser-
vicios públicos, de servicios múltiples, de producción especiales32 y de 
servicios especiales33), sin perjuicio que posteriormente sean reconoci-
dos nuevos tipos34.

32 El tipo «producción especiales» es un genérico para todas las cooperativas de 
trabajadores que no tengan un «tipo» reconocido expresamente por la LGC. Así, una 
cooperativa de trabajadores cuya actividad sea la «gasfitería» tendría que constituirse e 
inscribirse como «Cooperativa de Producción Especiales», al no estar reconocido el tipo 
«Cooperativa de Gasfitería».

33 El tipo «servicios especiales» es un genérico para todas las cooperativas de usua-
rios que no tengan un «tipo» reconocido expresamente por la LGC.

34 Así por ejemplo, en el año 1992 se reconoció como nuevos tipos de coopera-
tivas a las «Cooperativas de Trabajo y Fomento del Empleo» y «Cooperativas de Trabajo 
Temporal», dedicadas a brindar diversos servicios a las empresas usuarias con las que se 
vinculan, mediante el destaque de sus socios-trabajadores.
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La LGC promueve la existencia de cooperativas uniactivas, vale de-
cir, que realicen una actividad concreta (ahorro y crédito, vivienda, 
agrarias, etc.), sin embargo también permite de una manera restrin-
gida35, la existencia de cooperativas con objeto social múltiple (coope-
rativas de servicios múltiples), que prestan a sus socios diversos servi-
cios: vivienda, ahorro, consumo, etc., pero aunque las permite y regula, 
tiende más bien a que la pluralidad de servicios sea brindada a través 
de centrales cooperativas.

Sin perjuicio de lo señalado, las cooperativas uniactivas están au-
torizadas (art. 8, par. 9 de la LGC) a realizar actividades propias de 
cooperativas de otros tipos empresariales, a condición de que sean solo 
accesorias o complementarias de su objeto social y estén autorizadas 
por el estatuto o la asamblea general.

Las cooperativas en general, sean de usuarios o de trabajadores no 
requieren de autorización alguna para realizar actividad empresarial36. 
En ese sentido, el D.Ley 25879 (art. 4), precisó que «las cooperativas 
cualquiera sea su tipo o modalidad no requieren de autorización para 
celebrar o realizar los actos y contratos permitidos por la legislación na-
cional». Sin perjuicio de lo señalado, dependiendo de la actividad con-
creta que decidan realizar, deberán obtener los permisos sectoriales co-
rrespondientes37.

Cabe precisar que las cooperativas se constituyen para operar con 
sus socios y no con terceros (público en general)38. En ese sentido, si 

35 Según el art. 8, par. 7, LGC, las cooperativas de servicios múltiples deben consti-
tuirse y funcionar como «cooperativa cerrada», salvo los casos que por excepción y por 
razones de interés público, autorice el Reglamento (que nunca se dictó). Por «coope-
rativa cerrada» se entiende aquella que por disposición expresa de su estatuto, admita 
como socios únicamente a personas que reúnan determinadas calidades ocupacionales, 
laborales o profesionales, u otras condiciones especiales comunes a todas ellas, como 
requisitos esenciales para su inscripción y permanencia en su seno.

36 No obstante lo señalado, algunas actividades económicas están reservadas para 
un determinado tipo de sociedad. P.e. Bancos, Financieras, Seguros, solo pueden ser 
desarrolladas bajo la forma de S.A.. 

37 La Ley 30822, ha establecido que las Cooperativas de Ahorro y Crédito requieren 
inscribirse ante el Registro Nacional de Cooperativas de Ahorro y Crédito a cargo de la 
Superintendencia Adjunta de Cooperativas de la Superintendencia de Banca y Seguros Y 
AFP, como requisito obligatorio para poder operar válidamente. Asimismo, la Ley 31335 
ha establecido que las Cooperativas Agrarias de Usuarios requieren inscribirse en el Re-
gistro a cargo del Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego para gozar de los beneficios 
que establece dicha Ley.

38 En el caso de «centrales cooperativas» —ver Sec. xii— la LGC (art. 58) de manera 
expresa considera que estas pueden prestar servicios a las cooperativas que la integran, 
a los socios de ellas y al público.
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bien no existe prohibición para operar con terceros39, las cooperativas 
operan fundamentalmente con sus socios y de manera muy excepcio-
nal con «terceros». Es más, los ingresos que eventualmente obtenga la 
cooperativa por operaciones con «terceros» (no socios) pasarán a inte-
grar la Reserva Cooperativa40, de carácter irrepartible y están sujetos al 
pago del Impuesto a la Renta41.

5. Constitución

La constitución de una cooperativa debe acordarse en asamblea 
general de fundación, en la cual se aprueba su estatuto, se suscribe su 
capital inicial y se elige a los miembros de los órganos directivos. Con 
relación al capital social, cabe señalar que la LGC no ha establecido un 
capital social «mínimo» para poder constituirla, por lo cual este depen-
derá de los aportes que efectúen los socios fundadores42.

Este acto jurídico de constitución puede constar en Escritura Pública 
o en Documento Privado, con firmas certificadas por Notario o en su 
defecto, por juez de paz. En cuanto a la denominación, el art. 11 par. 3 
de la LGC establece que se debe utilizar la palabra «cooperativa», se-
guida de la referencia a su tipo (p.e. Ahorro y Crédito) y del nombre 
distintivo que ella elija. En ningún caso podrá utilizarse una denomina-
ción idéntica a la de otra preexistente.

La constitución de la cooperativa no requiere de autorización pre-
via43 y debe presentarse al Registro de Personas Jurídicas, para su ins-
cripción en el Libro de Cooperativas44, de la Zona Registral correspon-
diente al domicilio de la cooperativa. Con la inscripción en Registros 
Públicos, la cooperativa adquiere personalidad jurídica, gozando de un 
patrimonio autónomo al de los miembros que la conforman. Según el 

39 Salvo para el caso de las cooperativas de ahorro y crédito, pues la Ley 26702, 
modificada por la Ley 30822 establece que solo pueden captar recursos y otorgar crédi-
tos a sus socios y «no podrán ser autorizadas a captar recursos del público».

40 Ver Sec. 7
41 Ver Sec. 9
42 Para el caso de las Cooperativas de Trabajo y Fomento del Empleo y Cooperativas 

de Trabajo Temporal, la Ley 27626 ha establecido que deben contar con un capital so-
cial mínimo de 45 UIT que a la fecha equivalen a aprox. US$ 53,077.

43 Para el caso de las cooperativas de ahorro y crédito, el estatuto debe haber 
sido previamente aprobado por la SBS para que proceda su inscripción en Registros 
Públicos.

44 El «Libro de Cooperativas» es una subdivisión del Registro de Personas Jurídicas 
de los Registros Públicos.
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art. 12, par. 3 de la LGC la cooperativa podrá operar válidamente solo 
después de ser inscrita en el Registro de Personas Jurídicas. Sin em-
bargo, los actos y documentos que fueran celebrados o suscritos en 
nombre de una cooperativa antes de su inscripción en el Registro, obli-
garán exclusiva, personal y solidariamente a quienes lo celebren o sus-
cribieren, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales a que 
hubiera lugar. Inscrita la cooperativa, dichos actos quedarán convalida-
dos si los ratifica el órgano cooperativo competente, de conformidad 
con lo establecido por el art. 12 par. 4 de la LGC. 

6. Socios

La LGC no contempla el número mínimo de personas que se re-
quieren para constituir una cooperativa45. Sin embargo, debido a la 
existencia de cuatro órganos de gobierno de carácter obligatorio, la 
práctica cooperativa considera la necesaria presencia de no menos de 
once personas. Para el caso de Centrales Cooperativas46, la LGC tam-
poco precisa el número de cooperativas que se requiere, aceptándose 
en la práctica la participación de no menos de dos cooperativas47. Tra-
tándose de Federaciones Nacionales48, la LGC establece que deben es-
tar constituidas por no menos del veinte por ciento de las cooperativas 
primarias del mismo tipo49.50

Según el art. 17 de la LGC pueden ser socios de las cooperativas, 
otras cooperativas, las comunidades campesinas o nativas, las entida-
des del Sector Público y otras personas jurídicas sin fines de lucro. Asi-
mismo, se permite que personas jurídicas con fines de lucro sean so-
cios de la cooperativa en la medida que califiquen como «Pequeña 

45 Solo para el caso de las cooperativas agrarias de usuarios, la Ley N.º 31335 
ha fijado en 25 el número mínimo de socios para constituir una cooperativa de este 
tipo.

46 Ver Sec. 5.
47 En el caso de las cooperativas agrarias, la Ley N.º 31335 ha establecido que se 

requieren por lo menos 25 personas (naturales o jurídicas) para constituir una coope-
rativa.

48 Ibidem.
49 Art. 61, par. 2, LGC.
50 La Ley N.º 31335 ha establecido que para constituir Federaciones Nacionales por 

línea de cultivo, ganadera o forestal se requiere de no menos del quince por ciento de 
cooperativas de la misma línea. Asimismo, para constituir una Federación Nacional de 
Cooperativas Agrarias se requiere de no menos de tres Federaciones Nacionales por lí-
nea de cultivo, ganadera o forestal.
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Empresa»51,52. En el caso de personas naturales, se requiere que ten-
gan capacidad legal y en el caso de personas jurídicas se requiere que 
estén constituidas e inscritas con arreglo a ley y sean autorizadas por 
su estatuto o por su órgano competente, para integrar la organización 
cooperativa. En ambos casos, deben reunir los requisitos exigidos por el 
estatuto para poder incorporarse a la cooperativa (art. 16, LGC). 

La LGC (art. 17, par. 3) expresamente prohíbe que los trabajadores 
de una cooperativa de usuarios sean socios de esta, «pero podrán ha-
cer uso de todos los servicios de la cooperativa en igualdad de condi-
ciones con los socios». Esta disposición tiene por objeto evitar el con-
flicto que se podría presentar entre el «interés de los trabajadores» y el 
«interés de los usuarios» en una organización que es constituida por y 
para los «usuarios» (consumidores).

Los derechos y obligaciones de los socios son establecidos en el esta-
tuto (art. 19), precisándose que la responsabilidad de los socios de una 
cooperativa está limitada al monto de sus aportaciones suscritas (art. 20). 
Quien adquiere la condición de socio responde con sus aportaciones, 
conjuntamente con los demás socios, de las obligaciones contraídas por 
la cooperativa, antes de su ingreso a ella y hasta la fecha de cierre del 
ejercicio dentro del cual renunciare o cesare por otra causa (art. 21)

El ingreso de los nuevos socios no requiere ninguna modificación 
de la escritura de constitución ni del estatuto. Es aprobado por el Con-
sejo de Administración y anotado en el Registro de Socios que consti-
tuye un padrón interno de la cooperativa.

7. Régimen Económico

Los arts. 38 a 51 de la LGC, regulan este aspecto, precisando en 
primer lugar que el capital de las cooperativas se integra con las apor-
taciones que efectúan los socios. Como consecuencia del principio de 
libre adhesión y retiro voluntario, las cooperativas cuentan con un capi-
tal variable e ilimitado, lo que significa que dicha cuenta patrimonial se 

51 Si bien la LGC en su art. 17 par. 2 establece las características que deben reunir 
las «Pequeñas Empresas», actualmente existe una Ley que regula el régimen de las Mi-
cro y Pequeñas Empresas, considerando a las primeras como aquellas que cuentan 
con ingresos anuales no superiores a 150 UIT (aprox. US$ 176,923) y a las segundas 
como aquellas que cuentan con ingresos anuales no superiores a 1,700 UIT (aprox. US$ 
2’005,128). 

52 La Ley 31335, restringe el universo de personas que pueden ser socios en una 
cooperativa agraria a: personas naturales, sociedades conyugales o uniones de hecho, 
cooperativas, comunidades campesinas y nativas y personas jurídicas sin fines de lucro.
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incrementa y reduce constantemente sin necesidad de adoptar acuer-
dos especiales o efectuar trámites registrales para publicitar el monto 
del nuevo capital.

Como medida de protección o de estabilidad para las cooperativas, 
la LGC establece que la reducción del capital no podrá exceder del 
10% de este, al año. De esta manera, aunque se produzca un retiro 
masivo de socios, el capital social solo podrá afectarse (reducirse), en 
un máximo de 10% por cada año (art. 38)53.

La LGC permite que las aportaciones que suscriben los socios sean 
pagadas en dinero, bienes muebles o inmuebles e incluso con servicios, 
aunque este último tipo de aporte no ha sido frecuente en nuestras 
cooperativas. Las aportaciones tienen las siguientes características: son 
siempre iguales, es decir, tienen el mismo valor nominal y confieren 
los mismos derechos y obligaciones al socio; son nominativas, se emi-
ten a nombre de una determinada persona (no pueden ser «al porta-
dor»); son indivisibles, no pueden fraccionarse por debajo de la unidad; 
son transferibles, pudiendo ser cedidas a otras personas, en la forma 
que determine el estatuto de la Cooperativa; y no pueden adquirir ma-
yor valor que el nominal ni ser objeto de negociación en el mercado. 
Las aportaciones pueden ser representadas mediante «Certificados de 
Aportación», el cual podrá representar una o más aportaciones; po-
drán ganar un interés, que no podrá ser mayor al que otorgan los ban-
cos por los depósitos de ahorros. Las aportaciones deben ser devueltas 
cuando el socio se separe de la Cooperativa (por renuncia, exclusión o 
fallecimiento) o la misma sea disuelta54.

Por otro lado, los Remanentes de la Cooperativa, entendidos como 
los Ingresos Brutos menos los Gastos, se destinan por acuerdo de 
asamblea general a los siguientes fines:

— No menos del 20% para la Reserva Cooperativa.
— El porcentaje necesario para el pago de intereses a las aportaciones.
— Las sumas correspondientes a fines específicos.
— Finalmente, los excedentes55 para los socios, en proporción a las 

operaciones que hubieren efectuado con la cooperativa (si fuera 
de usuarios) o, a su participación en el trabajo común (si fuera 
de trabajadores).

53 Adicionalmente, la LGC (art. 23), precisa que el retiro voluntario es un derecho 
pero puede diferirse la aceptación de la renuncia si el socio tiene deudas a favor de la 
cooperativa o no lo permite la situación económica o financiera de la propia cooperativa.

54 Ver arts. 24 y 55 de la LGC.
55 Este es el término (excedentes) que utiliza la LGC para referirse al reintegro que 

se realiza al socio.
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Finalmente, dentro del régimen económico, cabe destacar la exis-
tencia de la Reserva Cooperativa que se crea e incrementa —como ya 
hemos señalado— con no menos del 20% del remanente anual. No 
existe una titularidad individual sobre la Reserva Cooperativa, sino más 
bien esta constituye un recurso de carácter colectivo o social, ya que 
pertenece a la cooperativa y su carácter irrepartible impide que los so-
cios o sus herederos puedan reclamar participación alguna en ella. Ni 
siquiera en los casos en que se produce la disolución y liquidación de la 
cooperativa o en los que esta se transforma en una sociedad no coope-
rativa, procede la distribución de la Reserva Cooperativa, debiendo 
transferirse a la Federación, Confederación o al Estado56.

La Reserva Cooperativa (art. 42), se incrementa de manera automá-
tica con los beneficios que la cooperativa obtenga como «ganancia de 
capital» o por «ingresos por operaciones diferentes a las de su objeto es-
tatutario»; asimismo se incrementa con parte de las revalorizaciones de 
activos, con donaciones, legados y subsidios que reciba la cooperativa 
(salvo que sean expresamente otorgados para gastos específicos) y por 
otros recursos que determine la asamblea general. En el caso particular 
de las cooperativas de usuarios, los beneficios generados por operacio-
nes con no socios integran automáticamente esta cuenta patrimonial57.

La Reserva Cooperativa tiene por objeto cubrir pérdidas u otras 
contingencias imprevistas, por lo cual, en tanto ello no ocurra, este re-
curso puede ser utilizado en cualquier parte del activo. Cabe señalar 
que a diferencia de otra clase de reservas58, la Reserva Cooperativa no 
cuenta con tope alguno, por lo cual en la medida que existan rema-
nentes, su incremento será constante e ilimitado.

8. Régimen Administrativo

Toda Cooperativa en el Perú, debe contar obligatoriamente con 
cinco órganos básicos: Asamblea General, Consejo de Administración, 
Consejo de Vigilancia, Comité Electoral y Comité de Educación.

56 Ver arts. 44 y 55 de la LGC.
57 Así, la LGC contempla que cualquier «beneficio» que no provenga de un «Acto 

Cooperativo», es decir de una operación realizada por la cooperativa con su socio en 
cumplimiento de su objeto social, queda integrado a la Reserva Cooperativa con el fin 
de impedir un beneficio personal, de carácter lucrativo.

58 P.e., para el caso de las sociedades anónimas, la LGS (art. 229), regula la existencia 
obligatoria de una «Reserva Legal» que se integra e incrementa con no menos del 10% de 
la utilidad distribuible de cada ejercicio, hasta que ella alcance un monto igual a la quinta 
parte del capital. El exceso sobre dicho límite, no tiene la condición de reserva legal.
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Actividad EmpresarialActividad Empresarial

GERENCIAGERENCIA

COMITÉ
ELECTORAL

COMITÉ
ELECTORAL

CONSEJO DE 
VIGILANCIA

CONSEJO DE 
VIGILANCIA

CONSEJO DE
ADMINISTRACION

CONSEJO DE
ADMINISTRACIÓN

De socios o
De Delegados
De socios o
De Delegados

COMITÉ
EDUCACION

COMITÉ
EDUCACIÓN

ASAMBLEA
GENERAL

La Asamblea General es la autoridad suprema de la cooperativa 
y sus acuerdos obligan a todos los socios, presentes y ausentes, siem-
pre que se hubieran tomado de conformidad con la ley y el estatuto. 
Sus atribuciones se encuentran establecidas en el artículo 27 de la LGC 
y en líneas generales resultan idénticas a las que corresponden a una 
Junta General de Accionistas, en el caso de las sociedades anónimas o 
a una Asamblea de Asociados, en el caso de Asociaciones Civiles.59

59 Las Asambleas llevan distintas denominaciones según su propó sito o composi-
ción. Así tenemos «Asamblea General de Fundación»: Es la primera Asamblea que se 
hace en una Cooperativa y tiene por objeto iniciar la vida de la institución. (art. 11 de la 
LGC); «Asamblea General-de Disolución»: Es la última Asamblea que se hace en una 
cooperativa y tiene por objeto poner fin a la vida de la institución (art. 52 de la LGC); 
«Asamblea General Ordinaria»: Es la que se realiza cada cierto período que los so-
cios señalan en el Estatuto. Por ejemplo, una vez al año, y tiene por objeto fundamen-
talmente hacer el análisis de la marcha de la cooperativa durante el ejercicio económico, 
estudiando y aprobando el Balance Anual y el Estado de Resultados, disponiendo el re-
parto de los Remanentes y Excedentes; y eligiendo, o comple mentando a los cuerpos 
directivos. Normalmente, estas Asambleas se reúnen dentro de los tres meses posterio-
res a la conclusión del ejercicio-económico. Por lo general, entre enero y marzo de cada 
año; Asamblea General Extraordinaria: Es aquella que se realiza en cualquier mo-
mento que sea preciso para tratar algún problema de importancia surgido en la institu-
ción y que no puede esperar hasta la fecha en que normalmente se realiza la Asamblea 
General Ordinaria.
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La LGC no contiene norma alguna que regule la forma en que debe 
convocarse a las Asambleas, ni el quórum que debe respetarse ni el ré-
gimen de votaciones y demás requisitos que deben ser observados para 
la validez de aquellos actos. En consecuencia, estos aspectos se rigen 
por lo regulado en el Estatuto de la Cooperativa, la LGS y por el RIRPJ.

En principio está integrada por la totalidad de socios de la coope-
rativa, sin embargo, la LGC ha establecido en su artículo 28 que en el 
caso de cooperativas primarias que cuentan con más de 1.000 socios, 
las funciones de la asamblea general serán ejercidas por la «asamblea 
general de delegados», constituida por delegados elegidos bajo la di-
rección inmediata y exclusiva del comité electoral, mediante sufragio 
personal, universal, obligatorio y secreto60. La Asamblea General de 
Delegados sustituye en todas sus funciones a la Asamblea General de 
Socios, es decir, en adelante, solo serán citados los Delegados para que 
conformen la «Asamblea General».

Esta disposición obedece al hecho de que en general, las cooperativas 
son sociedades diseñadas para integrar a un gran número de personas y 
de ser este el caso, la toma de decisiones a nivel de asamblea general po-
dría resultar sumamente complicada y onerosa, volviendo ineficiente a la 
cooperativa. Por esta razón y para los casos de cooperativas con un gran 
volumen de socios (más de 1.000), se prefirió optar por un sistema de 
«democracia representativa», en virtud de la cual los socios eligen a quie-
nes los representarán en la Asamblea. Bajo este esquema, la asamblea ge-
neral de socios, es reemplazada por la asamblea general de delegados61.

En la Asamblea, cada socio o delegado, cuenta con un solo voto, 
independientemente del capital aportado, lo cual no puede ser modifi-
cado por el Estatuto. Tampoco permite la LGC reconocer «votos adicio-
nales» a cualquier socio por ninguna razón62. Finalmente, como conse-

60 En el caso de organizaciones de grado superior (centrales, federaciones, confede-
ración), la autoridad suprema es la asamblea o junta general, constituida por los presi-
dentes de las organizaciones cooperativas integradas, salvo disposición diferente de los 
estatutos de estas (art. 28 LGC).

61 La Ley no contempla el número de delegados que deban elegirse. Sin embargo, du-
rante la vigencia de la Ley ha venido aplicándose la R.D. 010-MT/38.1.80 (dictada durante 
la vigencia de la anterior ley), que estableció en 100 el número de delegados a elegirse. En 
el caso de las cooperativas agrarias, la Ley 31335 ha establecido que las cooperativas con 
más de 200 socios, pueden integrar sus asambleas con 60 delegados, pero si la coopera-
tiva tiene más de 500 socios, deberán integrar sus asambleas con 100 delegados.

62 Solamente en el caso de Centrales Cooperativas (cooperativas de cooperativas) y 
de la Confederación, el art. 65, par. 2 permite variar la regla de «un hombre, un voto», 
al establecer que «Los estatutos de las centrales podrán autorizar que los delegados in-
tegrantes de sus asambleas generales de delegados ejerzan el derecho de voto en pro-
porción al número de socios de la organización cooperativa que estos representen».
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cuencia del principio del control democrático y acentuando el carácter 
personalista, la Ley prohíbe que en las asambleas y en las elecciones 
se emitan «votos por poder» (art. 28)63. En este sentido, un socio no 
puede delegar su representación a favor de otro socio o de un tercero. 
Tal exigencia busca impedir que (vía el apoderamiento), el poder de di-
rección y decisión en las cooperativas, se concentre en pocas manos64. 
En la LGC se limitan las funciones de la Asamblea para que sea, en su 
calidad de autoridad suprema, quien defina la dirección de la coopera-
tiva pero solo a nivel de políticas y orientaciones generales.

El Consejo de Administración es el órgano responsable del fun-
cionamiento administrativo de la cooperativa, según lo dispuesto por el 
art. 30 de la LGC. Entre las principales atribuciones que le reconoce la 
LGC, podemos destacar: cumplir y hacer cumplir la ley, el estatuto, las 
decisiones de la asamblea general, los reglamentos internos y sus pro-
pios acuerdos; dirigir la administración de la cooperativa y supervisar el 
funcionamiento de la gerencia; elegir y remover al gerente; autorizar 
el otorgamiento de poderes; aprobar, reformar e interpretar los regla-
mentos internos, con excepción del correspondiente al Consejo de Vigi-
lancia y del Comité Electoral; aprobar los planes y presupuestos anuales 
de la Cooperativa; convocar a Asamblea General, con determinación 
de su agenda y a elecciones anuales.

En resumen, en la LGC el Consejo de Administración es orientado 
para ser el órgano de dirección. Para este efecto cuenta con todas las 
facultades necesarias, con excepción de aquellas que hayan sido reser-
vadas por la LGC o por el Estatuto para la Asamblea General.

El Consejo de Vigilancia es el órgano fiscalizador de la coopera-
tiva y debe actuar sin interferir ni suspender el ejercicio de las funcio-
nes ni actividades de los órganos fiscalizados. La LGC contempla en 
el art. 31 las facultades con que cuenta el Consejo de Vigilancia para 
efectuar su labor fiscalizadora, precisando que las atribuciones ahí se-
ñaladas «no podrán ser ampliadas por el estatuto ni la asamblea ge-
neral». De esta forma, el legislador optó por establecer en forma taxa-
tiva las facultades del órgano contralor, para evitar que vía estatuto o 
acuerdo de asamblea se le dotara de facultades que podrían implicar 
una intromisión en la competencia de otros órganos.

63 Ver Sec. 3, y nota 27.
64 Desde nuestro punto de vista, resulta excesivo impedir que los socios otorguen 

poder a otro socio o a terceros, ya que existen casos que sí ameritarían que ello fuera 
permitido (viaje, enfermedad, etc.). En todo caso, pudo optarse por permitir el apodera-
miento pero con restricciones, como por ejemplo, que un socio solo pueda representar 
a otro socio.
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En estricto, las facultades con que cuenta el Consejo de Vigilancia 
se resumen en el ejercicio del «control de la legalidad» (velando por 
que todos los actos que involucre a la cooperativa sean legales, es de-
cir, que no vulneren el ordenamiento vigente), «control de la veraci-
dad» (informando a la asamblea sobre la exactitud de todo lo que se 
someta a su conocimiento) y el «control de la seguridad» (sobre los 
bienes y derechos de la cooperativa). Entre las principales atribucio-
nes que le reconoce la LGC (art. 31), podemos destacar: vigilar que los 
fondos en caja, en bancas y los valores y títulos de la cooperativa; ve-
rificar la existencia y valorización de los demás bienes de la coopera-
tiva; disponer, cuando lo estime conveniente, la realización de arqueos 
de caja y auditorías; verificar la veracidad de las informaciones conta-
bles; inspeccionar los libros de actas del consejo de administración y de 
los comités; convocar a asamblea general cuando el consejo de admi-
nistración, requerido por el propio consejo de vigilancia, no lo hiciere; 
proponer al consejo de administración las ternas de auditores externos 
contratables por la cooperativa.

El Comité Electoral, es un órgano permanente encargado de con-
ducir todos los procesos electorales. Debido a que la Ley obliga a que 
anualmente se produzca una renovación de los miembros de los consejos 
y comités en proporciones no menores al tercio del respectivo total («Re-
novación por Tercios»)65, el legislador consideró conveniente que este ór-
gano tenga vocación de permanencia y no sea transitorio o temporal. 

El Comité de Educación es el órgano encargado de llevar a la 
práctica el principio de «Educación Cooperativa»; difundiendo entre los 
socios la información más adecuada y capacitando a los mismos para 
la toma de decisiones que permitan el logro de la eficacia cooperativa. 
Para el efecto, el Consejo de Administración, bajo responsabilidad, en-
tregará al Comité de Educación para su difusión entre los socios, la in-
formación contable y administrativa que este le solicite.

Todos los órganos antes señalados, son cuerpos colegiados, por 
lo cual requieren estar integrados por más de una persona. La LGC 
(art. 33, par. 1) no establece un número mínimo ni máximo de titulares 
y suplentes, dejando esta definición al Estatuto66. 

Finalmente, debemos mencionar al Gerente, quien es el funciona-
rio ejecutivo de más alto nivel de la cooperativa, con responsabilidad 
inmediata ante el Consejo de Administración (art. 35). Sus principales 

65 Ver art. 33, par. 4, LGC, Sec. 3 y nota 26.
66 Si bien el número mínimo podría ser dos, la renovación anual por tercios (Ver 

nota 26), ha generado que en la práctica cada órgano se integre con no menos de tres 
personas.
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atribuciones son: ejercer la representación administrativa y judicial de la 
cooperativa; suscribir, conjuntamente con el dirigente o el funcionario 
que determinen las normas internas los contratos, títulos valores y re-
tiros de fondos; ejecutar los programas de conformidad con los planes 
aprobados por el consejo de administración; ejecutar los acuerdos de la 
asamblea general y del consejo de administración; nombrar a los traba-
jadores y demás colaboradores de la cooperativa y removerlos con arre-
glo a ley.

La LGC se caracteriza por establecer un régimen gerencial similar 
al correspondiente a otras sociedades de corte mercantil, vale decir, 
ágil y con una importante concentración de poder, pero a su vez esta-
blece tres limitaciones importantes: i) Dependencia directa del Consejo 
de Administración, en cuanto a su nombramiento y remoción así como 
con relación a la amplitud de sus poderes; ii) Requiere de la participa-
ción (firma) de un dirigente o funcionario expresamente autorizado por 
el Consejo de Administración para poder obligar a la cooperativa ante 
terceros, iii) Prestar garantías para el ejercicio de su cargo, cuando así 
se lo requiera el Consejo de Administración.

Adicionalmente, tanto la Asamblea General como el Consejo de 
Administración pueden nombran Comités y Comisiones integradas por 
socios, que constituyen órganos de apoyo.

Los «Comités» son órganos permanentes a los que se le enco-
mienda una determinada función que es constante en el desarrollo de 
la Cooperativa67. Por su parte, las «Comisiones» se caracterizan por su 
temporalidad68.

Los cargos directivos y gerenciales son personas e indelegables y 
además revocables (art. 33, par. 2); deben renovarse anualmente en 
proporciones no menores al tercio del respectivo total (art. 33 par. 4); 
los directivos no pueden desempeñar cargos rentados en la propia 
cooperativa (salvo que sea una cooperativa de trabajadores), pero pue-
den recibir «dietas» por las sesiones que realicen (art. 33.5). Las incom-
patibilidades para ejercer funciones de directivos o de gerentes en las 
cooperativas están establecidas en el art. 33, par. 3 de la LGC. Todos 
los órganos de la cooperativa (asamblea, consejos y comités) deben es-
tar exclusivamente integrados por socios (art. 6 par. 6 de la LGC).

67 Una Cooperativa de Ahorro y Crédito puede nombrar un «Comité de Créditos» 
para que apoye permanentemente al Consejo de Administración.

68 Se puede nombrar una Comisión para que se encargue de estudiar las posibles 
reformas al estatuto de la Cooperativa o una comisión para que evalúe las ventajas o 
desventajas de la compra de un determinado local. Cumplido el encargo, la Comisión 
deja de operar.
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9. Régimen Tributario

La LGC contempló que el Régimen de Protección (que incluía al Ré-
gimen Tributario Cooperativo), tendría una vigencia de 10 años (desde 
1981 hasta 1990)69. En ese sentido, toda norma contenida en la LGC 
que calificara como un Beneficio, Norma Promocional o en general 
como una «exoneración» (beneficio tributario temporal), tenía una vi-
gencia establecida, que venció el 31 de diciembre de 1990. A partir del 
año 1991 se generó una gran controversia entre el Movimiento Coope-
rativo Peruano y la Administración Tributaria, pues mientras el primero 
reclamaba un tratamiento tributario especial en materia de Impuesto a 
la Renta (IR)70 e Impuesto General a las Ventas (IGV)71, acorde con su 
naturaleza y aplicable a las operaciones que realizan con sus socios, la 
Administración Tributaria consideraba que dichas operaciones debían 
estar sujetas al régimen general de afectación.

Con relación al IR, el Movimiento Cooperativo Peruano sostenía que 
el mismo era inaplicable para las operaciones con socios (Actos Coope-
rativos), amparándose en lo que establecía el 66, par. 1 de la LGC:

«Artículo 66.º—Rigen para las organizaciones cooperativas y los 
actos señalados a continuación que ellas celebren, las siguientes nor-
mas tributarias básicas:

1.—Las cooperativas están afectas por el impuesto a la renta, 
solo por los ingresos netos, provenientes de las operaciones que 
realicen con terceros no socios».

Como puede observarse, la norma en comentario dispuso que las 
Cooperativas solo estarían afectas al IR por los ingresos que obtengan 
por operaciones con terceros. En consecuencia, las cooperativas se en-
cuentran inafectas al IR por los ingresos que obtengan por operaciones 
con sus socios. La razón es muy sencilla y obedece a la naturaleza de la 
cooperativa: en el primer caso (operaciones con terceros), la coopera-
tiva realiza un Acto de Comercio generador de renta y por lo tanto el 
ingreso obtenido debe afectarse con IR. En el segundo caso (operacio-
nes con socios), la cooperativa realiza un acto interno, ausente de lucro 

69 Ver art. 126 de la LGC.
70 Impuesto de periodicidad anual que grava las rentas obtenidas por personas na-

turales o jurídicas. En este último caso, la tasa asciende al 29.5% de la Renta Neta.
71 Impuesto de periodicidad mensual que grava la venta en el país de bienes mue-

bles, la importación de bienes, la prestación o utilización de servicios en el país, los con-
tratos de construcción y la primera venta de inmuebles que realicen los constructores de 
los mismos, con una tasa del 18%.
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e intermediación (Acto Cooperativo), que no genera renta alguna y por 
lo tanto el ingreso obtenido se encuentra inafecto al IR.

No obstante que se trata de una inafectación y, en consecuencia, 
de una situación tributaria de carácter permanente (no sujeta a plazo 
de vigencia determinado), se suscitaron una serie de controversias y 
posiciones contradictorias incluso a nivel de la propia Administración 
Tributaria. En efecto, la vigencia de esta inafectación no fue pacífica, 
pues al estar regulada dentro del Régimen de Protección, la Adminis-
tración Tributaria consideró que se trataba de un «Beneficio Tributario» 
sujeto al plazo de 10 años establecido por el art. 121 de la propia LGC, 
con la cual esta inafectación venció —para la Administración Tributa-
ria— el 31 de diciembre de 1990.

Por su parte, el Tribunal Fiscal (que es el órgano encargado de re-
solver en última instancia administrativa las reclamaciones sobre mate-
ria tributaria), tuvo también una posición cambiante, pues en un primer 
momento convalidó la vigencia de la inafectación dispuesta por el nu-
meral 1 del art. 66 de la LGC y dos años después, varió su criterio para 
establecer que la inafectación venció en el año 1990.

En cuanto al IGV, el Movimiento Cooperativo Peruano reclamaba 
la no aplicación de este impuesto a las operaciones realizadas por la 
cooperativa con sus socios, por ser operaciones internas y no de mer-
cado.

En mayo de 2011 se dictó la Ley 29683, «Ley que precisa los alcan-
ces de los arts. 3 y 66 de la Ley General de Cooperativas». Esta Ley, de 
carácter interpretativo, reconoció que las cooperativas realizan Actos 
Cooperativos y que como consecuencia de ello, no resulta aplicable a 
dichos actos el IR ni el IGV, por ser actos de carácter interno y sin fin lu-
crativo:

«Artículo 1. Actos cooperativos 
Precísase que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 

del Decreto Legislativo 85, Ley General de Cooperativas, cuyo Texto 
Único Ordenado fue aprobado por Decreto Supremo 074-90-TR, las 
cooperativas, por su naturaleza, efectúan actos cooperativos, los cua-
les se definen como los que se realizan internamente entre las coope-
rativas y sus socios en cumplimiento de su objeto social. Los actos 
cooperativos son actos propios de su mandato con representación, 
estos no tienen fines de lucro». 

«Artículo 2. Inafectación al Impuesto General a las Ventas 
(IGV)

Precísase que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 
del Decreto Legislativo 85, Ley General de Cooperativas, cuyo Texto 
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Único Ordenado fue aprobado por Decreto Supremo 074-90-TR, las 
cooperativas están inafectas al Impuesto General a las Ventas (IGV) 
por las operaciones que realicen con sus socios». 

«Artículo 3. Inafectación al Impuesto a la Renta 
Precísase que, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1 

del artículo 66 del Decreto Legislativo 85, Ley General de Coope-
rativas, cuyo Texto Único Ordenado fue aprobado por Decreto Su-
premo 074-90-TR, las cooperativas están inafectas al Impuesto a la 
Renta por los ingresos netos provenientes de las operaciones que 
realicen con sus socios».

Conforme a lo señalado, quedó precisado que las Cooperativas 
siempre estuvieron inafectas al Impuesto a la Renta por los ingresos pro-
venientes de operaciones con socios (actos cooperativos) y que cuando 
obtienen ingresos por operaciones con terceros (actos de comercio), solo 
estos ingresos están afectos al Impuesto a la Renta. Asimismo, quedó 
precisado que las operaciones con socios (Actos Cooperativos), no cali-
fican como operaciones sujetas al IGV. Este reconocimiento resultó apli-
cable a todas las cooperativas con excepción de las cooperativas agra-
rias, las cuales fueron excluidas de los alcances del «Acto Cooperativo» 
a través de la Ley 29972 que estuvo vigente hasta el 10 de agosto de 
2021. El 11 de agosto de 2021, entró en vigencia la Ley 31335 (dero-
gando a la Ley 29772) y contempló un Régimen Tributario aplicable a 
las Cooperativas Agrarias y a sus socios productores, el cual se basa en 
el Acto Cooperativo. Así, las cooperativas agrarias no pagarán Impuesto 
a la Renta por Actos Cooperativos y otro tipo de actos estarán afectos a 
una tasa reducida. Por su parte, se exonera a los socios productores con 
ingresos de hasta S/ 138,000 del Impuesto a la Renta. En consecuencia, 
actualmente el Régimen Tributario de las cooperativas en general se en-
cuentra unificado y tiene su sustento en el Acto Cooperativo».

Fuera de estas normas especiales en materia tributaria, las coopera-
tivas están afectas a los diversos tributos que forman parte del «Sistema 
Tributario Nacional» (Impuesto Selectivo al Consumo; Impuesto a las Tran-
sacciones Financieras; Contribuciones sociales; Derechos Arancelarios; Im-
puesto Predial; Impuesto de Alcabala; Impuesto al Patrimonio Vehicular).

10. Régimen de Integración

La LGC regula en su Título III (arts. 57 a 65) la Integración Coopera-
tiva, cuyo fomento se encuentra recogido como principio cooperativo. 
Las organizaciones de integración cooperativa que reconoce la Ley, 
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son: Centrales Cooperativas, Federaciones Nacionales de Cooperativas 
y la Confederación Nacional de Cooperativas del Perú.

Las Centrales Cooperativas son «cooperativas de cooperativas», 
al constituir organizaciones que realizan actividades económicas a favor 
de las cooperativas que las integran, de los socios de estas y del público 
en general. Para estos efectos, la Ley faculta la constitución de Centra-
les Cooperativas de segundo grado que pueden ser homogéneas (si las 
cooperativas que las integran son del mismo tipo, por ejemplo, aho-
rro y crédito) o heterogéneas (si las cooperativas que las integran son 
de tipos distintos, por ejemplo, ahorro y crédito + consumo + servicios 
educacionales). Asimismo, la Ley contempla la constitución de Centra-
les Cooperativas de grado superior, en la medida que estén constitui-
das por otras centrales. Las actividades que pueden realizar las Centra-
les, entre otras, son: suministro de máquinas, equipos, herramientas, 
insumos materiales de construcción, subsistencias y otros bienes, ne-
cesarios o convenientes para uso, consumo, producción y/o distribu-
ción; comercializar y/o industrializar preferentemente los productos de 
las organizaciones integradas; obtener y/o conceder préstamos, consti-
tuir garantías y efectuar otras operaciones de crédito o de financiación; 
prestar asesoría en las áreas de la especialidad de la central; coordinar 
y/o unificar los servicios comunes de las organizaciones cooperativas in-
tegradas (art. 58).

Las Federaciones Nacionales tienen la naturaleza jurídica de Aso-
ciación Civil, constituidas fundamentalmente para representar y de-
fender los intereses de sus asociados. La Ley establece que solo puede 
constituirse una Federación por cada tipo de Cooperativas72 y que para 
ello se requiere la participación de no menos del 20% de las coope-
rativas primarias del tipo. Entre sus principales actividades, reguladas 
por el art. 60, se encuentran: representar y defender los intereses de 
las cooperativas federadas y coordinar las actividades de estas; vigilar 
la marcha de las cooperativas federadas; Practicar auditorías; interve-
nir como árbitros, en los conflictos que surjan entre las cooperativas de 
su tipo y/o entre estas y/o sus socios; prestar asesoría permanente a las 
cooperativas de su tipo preferentemente en las áreas cooperativas, jurí-
dicas, administrativas, gerencial, contable, financiera, económica y edu-
cacional. 

La Confederación Nacional de Cooperativas del Perú, es el 
máximo organismo de integración que ejerce la representación del 

72 Así, por ejemplo, solo existe una Federación Nacional de Cooperativas de Ahorro 
y Crédito del Perú (FENACREP) o una Federación Nacional de Cooperativas de Trabajo y 
Fomento del Empleo (FENACOFEM).
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Movimiento Cooperativo Peruano, en el país y en el exterior. Está in-
tegrada por las Federaciones Nacionales y por las Centrales Naciona-
les constituidas por más de un tercio de las cooperativas de un mismo 
tipo. Entre las atribuciones que le reconoce la LGC (art. 62), podemos 
destacar: realizar, en el plano nacional, funciones de fomento, coordi-
nación y defensa de los intereses generales del Cooperativismo y del 
Sector Cooperativo; realizar funciones de inter-relación cooperativa 
en el plano internacional; proponer al Estado Las medidas necesarias y 
convenientes para el desarrollo cooperativo y el perfeccionamiento del 
Derecho Cooperativo.

Asimismo, adicionalmente a la integración vertical establecida por la 
Ley, las organizaciones cooperativas generan a su vez su propia integra-
ción horizontal a través de contratos asociativos de colaboración empre-
sarial como los joint-venture, consorcios y asociación en participación. 

11. Control

En cuanto al control y supervisión de las cooperativas, inicialmente 
fue el Instituto Nacional de Cooperativas (INCOOP)73 y luego los Go-
biernos Regionales los encargados de llevarlo a cabo sobre todas las 
cooperativas. Sin embargo, mediante D.Ley N.° 25879 del 06 de di-
ciembre de 1992 se declaró en disolución y liquidación el INCOOP y se 
derogaron todas las disposiciones de la LGC relativas al INCOOP y a las 
facultades otorgadas a los Gobiernos Regionales.

Actualmente, a excepción del caso de las cooperativas de ahorro y 
crédito y cooperativas agrarias de usuarios, no existe un organismo o 
ente de supervisión y control de las cooperativas, pues el Instituto Na-
cional de Estadística e Informática (INEI)74 solo exige la presentación de 
información financiera para sus fines estadísticos.

En cuanto a las cooperativas de ahorro y crédito, desde el 01 de 
enero de 2019, se encuentran bajo el control directo de la Superinten-
dencia de Banca, Seguros y AFP, la cual cuenta con una Superitenden-
cia Adjunta de Cooperativas para llevar a cabo las funciones de supervi-
sión, intervención, disolución y sanción de las cooperativas, así como de 
la emisión del informe previo y positivo de viabilidad de las normas técni-
cas de regulación (Ley 30822). Por su parte, la Ley 31335 ha establecido 

73 Institución pública descentralizada del Ministerio de Trabajo y Promoción Social. 
Sus funciones, organización, facultades, recursos y sanciones que podía aplicar se en-
contraban regulados en los arts. 86 a 105 de la LGC.

74 Organismo rector del Sistema Estadístico Nacional del Perú.
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que la supervisión y fiscalización de las cooperativas agrarias y centrales 
beneficiarias de programas o proyectos del Estado, se encuentra a cargo 
del Ministerio de Agricultura y Riego, en tanto culmine su ejecución. 

Adicionalmente a lo señalado, debemos precisar que se mantiene 
vigente el D.S. 04-91-TR (publicado en el Diario Oficial «El Peruano» 
del 25.01.91), que aprobó el «Reglamento de Autocontrol Coopera-
tivo», en virtud del cual el «autocontrol» se realiza de manera integral, 
bajo las siguientes disposiciones:

— La Asamblea General es el órgano encargado de supervisar la 
eficacia75 de la empresa cooperativa.

— El Consejo de Administración es el órgano encargado de super-
visar la eficiencia76 de la empresa cooperativa.

— El Consejo de Vigilancia es el órgano encargado de supervisar 
la legalidad de las acciones de la cooperativa, la veracidad de 
las informaciones proporcionadas a los socios, a las autoridades 
y a la comunidad en general y la seguridad de los bienes de la 
cooperativa.

— El Comité de Educación es el órgano encargado de difundir en-
tre los socios la información más adecuada y capacitar a los mis-
mos para la toma de decisiones que permitan el logro de la efi-
cacia cooperativa.

— Tanto el Consejo de Vigilancia como el Comité de Educación de-
ben contar con un presupuesto anual fijado por la Asamblea, 
bajo responsabilidad del Consejo de Administración, quien de-
berá cuidar que dichos órganos cuenten con una liquidez equiva-
lente a 1/12 mensual de las sumas totales que les correspondan.

12. Transformación

La LGC permite la transformación de una cooperativa de un tipo 
a otro tipo de cooperativa y; de una cooperativa a otro tipo legal, con 
distintas consecuencias.

En el primer caso, el art. 27, par. 14 de la LGC contempla como 
facultad de la Asamblea General el «acordar la transformación de la 
cooperativa en otra de distinto tipo». Ello significa que para la LGC la 

75 Se entiende por eficacia cooperativa el logro de los objetivos propuestos por los 
socios para el mejoramiento de su respectivo desarrollo personal y económico.

76 Se entiende por eficiencia cooperativa el mejor y más racional uso de los recursos 
humanos y materiales de que disponen estas organizaciones.
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transformación se da por ejemplo, cuando una cooperativa de «ahorro 
y crédito» decide «transformarse» a cooperativa de «vivienda». Con-
sideramos que en este extremo existe un error conceptual en denomi-
nar «transformación» al cambio de tipo (actividad económica realizada 
por la cooperativa), pues la forma sigue siendo la de «cooperativa», no 
produciéndose en consecuencia, ninguna transformación. En efecto, la 
transformación implica el cambio de la forma jurídica con la que se ve-
nía operando, por una nueva. Así, son casos de transformación el paso 
de Sociedad Anónima a Sociedad Comercial de Responsabilidad Limi-
tada; o el paso de E.I.R.L. a sociedad anónima; o el paso de una Aso-
ciación a Cooperativa o de una Cooperativa a Sociedad Anónima. Pero 
no puede ser considerada transformación, cuando una cooperativa si-
gue siendo cooperativa pero varía el tipo de actividad que realizaba, 
pues ello únicamente implicaría una modificación del «objeto social».

La posibilidad de que una Cooperativa se transforme y en conse-
cuencia adopte una forma jurídica distinta (no cooperativa), es viable al 
no existir prohibición expresa. Pero si bien la LGC no prohíbe la trans-
formación de una Cooperativa a Sociedad Anónima (p.e.), sí contempla 
como «requisito previo» para la validez de la transformación que su Re-
serva Cooperativa sea íntegramente transferida, en forma excluyente, a 
la Federación del tipo al que corresponda la cooperativa que se trans-
forma o a la Confederación Nacional de Cooperativas (si no existiera 
Federación) o al Estado (si no hubiera Confederación)77.

Mención aparte merece el hecho de que la propia LGC propicia la 
transformación de otras personas jurídicas, como las asociaciones civi-
les, a cooperativas, al extremo de permitir que el patrimonio «irreparti-
ble» de estas organizaciones (tal como lo dispone el Código Civil), sea 
transferido a la cooperativa resultante de la transformación78.

Finalmente debe destacarse que la Ley N.º 31335 ha regulado de 
manera expresa la transformación de asociaciones civiles a cooperativas 
agrarias de usuarios, permitiendo incluso que hasta un máximo del 
50% del patrimonio irrepartible de la asociación que pasa a ser coope-
rativa, integre la cuenta capital social (aporte de los socios) y el 50% 
restante, integre la cuenta Reserva Cooperativa.

77 El art. 44 segundo párrafo de la LGC señala: «En el caso de que una cooperativa se 
transformare en persona jurídica que no sea cooperativa, o se fusionare con otra organi-
zación que tampoco lo fuere, su reserva cooperativa deberá ser íntegramente transferida a 
la entidad que corresponda según el artículo 55, (inciso 3) de la presente Ley, como requi-
sito previo para la validez de la transformación o la fusión y bajo responsabilidad personal 
y solidaria de los miembros de los respectivos Consejos de Administración y Vigilancia».

78 Ver art. 110 LGC.
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13. Conclusión

La principal norma bajo la cual se desarrolla el cooperativismo pe-
ruano es la Ley General de Cooperativas, la cual tiene 41 años de vi-
gencia. La falta de reglamentación ha originado que se tenga que 
acudir de manera supletoria a otras regulaciones, con la inseguridad 
jurídica que ello genera. A la fecha existen varios proyectos en el Con-
greso de la República que tienen por objeto dotar a nuestro país de 
una legislación más moderna. Sin perjuicio de la existencia de una ley 
general, existe legislación especial básicamente para las cooperativas de 
ahorro y crédito, para las cooperativas agrarias y para las cooperativas 
de trabajo y fomento del empleo. Las dos primeras, constituyen los ti-
pos de cooperativas más utilizados en nuestro país. 

A nivel normativo, el reconocimiento del acto cooperativo a través 
de la Ley 29683 del año 2011, ha sido uno de los hitos más importan-
tes para el camino hacia el desarrollo, consolidación e identidad coope-
rartiva. 
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